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Procesado: MDLZ

Rad. # 66 682 60 00048 2022 00033 01.

Delito: Hurto calificado agravado. 

Procede: Juzgado 1º Penal Municipal de Dosquebradas con funciones de   conocimiento.

Asunto: Resuelve recurso de apelación interpuesto por la Defensa en contra de sentencia condenatoria.

Decisión: Confirma fallo opugnado.


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PROCESO PENAL / PRÁCTICA Y VALORACIÓN DE LAS PRUEBAS / YERROS EN LA VALORACIÓN PROBATORIA / PRUEBA INDICIARIA 
VALORACIÓN PROBATORIA – Prueba indiciaria.
… la Sala finalmente dirá que no es cierto que el juicio de responsabilidad criminal pregonado en contra del procesado se estructuró con base en prueba indiciaria, como erradamente lo ha dado a entender el apelante en sus discrepancias, cuando adujo se estaba en presencia de unos indicios que no satisfacían los postulados del principio de la unidad de indicios — según el cual, por regla general, de las diferentes pruebas con las que se acreditan la existencia de un mismo hecho indicador, no es factible pregonar como hecho desconocido plúrimos hechos indicados —  por cuanto el juicio de responsabilidad que se pregonó en contra del procesado, se cimentó únicamente con base en pruebas directas, como lo fue el testimonio de la agraviada ….
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL # 4

M.P. MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE 2ª INSTANCIA

Aprobada mediante acta # 103
Pereira, siete (7) de febrero de dos mil veinticinco (2.025)

Hora:  11:23 a.m.
Procesado: MDLZ.
Rad. # 66 682 60 00048 2022 00033 01.
Delito: Hurto calificado agravado. 

Procede: Juzgado 1º Penal Municipal de Dosquebradas con funciones de conocimiento.

Asunto: Resuelve recurso de apelación interpuesto por la Defensa en contra de sentencia condenatoria.
Temas: Yerros de valoración probatoria. Requisitos para la adecuación típica del delito de hurto. Valoración del testimonio de oídas. Valoración de lo declarado por los parientes y consanguíneos de las partes. 
Decisión: Confirma fallo opugnado.
VISTOS:

Procede la Sala Penal de Decisión # 4 del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver el recurso de alzada interpuesto por la Defensa en contra de la sentencia adoptada por parte del Juzgado 1º Penal Municipal de Dosquebradas, con funciones de conocimiento, en las calendas del 09 de diciembre de 2.022, dentro del devenir del proceso que se surtió en contra del ciudadano MDLZ, quien fue acusado de incurrir en la presunta comisión del delito de hurto calificado agravado. 
ANTECEDENTES:

De lo consignado en la acusación, se extrae que los hechos que concitan la atención de la Colegiatura tuvieron ocurrencia en el municipio de Santa Rosa de Cabal en el periodo comprendido entre los meses de enero y febrero del año 2.022, y están relacionados con una serie de hurtos perpetrados por una banda cuyos miembros — los que posteriormente fueron identificados, entre otros, como los ciudadanos RGG; VMRG, y MDLZ — se dedicaban a “atracar” a mujeres y a menores de edad que transitaban por sectores deshabitados del municipio, a quienes interceptaban con una motocicleta, de la cual se apeaba el parrillero, quien procedía a intimidar a sus víctimas mediante el empleo de armas blancas, para luego despojarlos de sus pertenencias, tales como bolsos, carteras y teléfonos celulares. 
En lo que atañe con la situación del procesado MDLZ, la Fiscalía lo acusó por haber participado en el robo del que fue víctima la Sra. LUISA FERNANDA CANO ARIAS, el cual tuvo lugar a eso más o menos de las 19:00 horas del 14 de enero de 2.022, cuando ella estaba a la altura de la calle 11 con 10, esperando a su señora madre, y de repente fue abordada por dos fulanos que se movilizaban en una motocicleta, de la cual descendió un sujeto, quien con un arma blanca la intimidó para despojarla de un bolso y de un teléfono celular, avaluado en la suma de $800.000. 
LA ACTUACIÓN PROCESAL:

1) El traslado del escrito de acusación — dado que al presente asunto se tramitó bajo la egida del procedimiento especial abreviado — consagrado en la ley # 1.826 de 2.017 — al parecer se surtió en las calendas del 04 de abril de 2.022 — mediante el cual la Fiscalía les enrostró cargos a los ciudadanos RGG; VMRG, y MDLZ, por incurrir en la comisión de los delitos de hurto calificado agravado, en concurso homogéneo-sucesivo
, tipificado en los artículos 239; 240 # 2º; 241 # 1º del C.P.

2) El conocimiento de la actuación le correspondió al Juzgado 1º Penal Municipal de Dosquebradas, ante el cual, cuando en las calendas del 03 de agosto de 2.022 se iba a llevar a cabo la audiencia concentrada, la Fiscalía y la Defensa de los procesados RGG y VMRG, anunciaron que habían entablado conversaciones en el sentido de llegar a un preacuerdo. 
3) El preacuerdo fue socializado en audiencia celebrada el 05 de septiembre de 2.022, según el cual los procesados RGG y VMRG admitían los cargos enrostrados en su contra, a cambio de que la Fiscalía, a las penas pactadas, les haría un descuento punitivo del 50%. 

4) Al anterior preacuerdo se le impartió la correspondiente aprobación, lo cual desencadenó en: a) Que los procesados RGG y VMRG, mediante sentencia adiada el 14 de septiembre de 2.022, fueran declarados penalmente responsables — por incurrir en la comisión de los delitos de hurto calificado agravado, en concurso homogéneo-sucesivo; b) Se declarase la ruptura de la unidad procesal en lo que tenía que ver con el también procesado MDLZ. 
5) La audiencia concentrada tuvo lugar el 1º de noviembre de 2.022, y la audiencia de juicio oral se celebró en sesiones acaecidas los días 22, 23 y 24 de noviembre de 2.022. Posteriormente, en las calendas del 09 de diciembre de 2.022, se profirió la correspondiente sentencia condenatoria, en contra de la cual la Defensa se alzó de manera oportuna. 
LA SENTENCIA OPUGNADA:

Se trata de la sentencia proferida por parte del Juzgado 1º Penal Municipal de Dosquebradas, con funciones de conocimiento, en las calendas del 09 de diciembre de 2.022, mediante la cual se declaró la responsabilidad penal del procesado MDLZ, por incurrir en la comisión del delito de hurto calificado agravado.  

Como consecuencia de la declaratoria del compromiso penal endilgado al encausado MDLZ, el susodicho procesado fue condenado a purgar una pena de 72 meses de prisión, sin que se le reconociera el disfrute de subrogados penales, por cuanto el delito por el cual se declaró la responsabilidad penal del procesado — hurto calificado agravado — se encontraba dentro del listado de reatos consagrados en el artículo 68A del C.P. para los cuales estaba prohibida la concesión de los aludidos sustitutos penales. 
En cuanto a las razones a las que acudió el Juzgado de primer nivel para declarar la responsabilidad criminal del procesado MDLZ, vemos que la misma resultó ser producto de una valoración en conjunto de las pruebas de cargo habidas en el proceso, con las que se dieron por probado lo siguiente:
· De los testimonios absueltos por los policiales JOSÉ DORLAN PULIDO; FRANKLIN DAVID CALDERÓN; JONNATHAN GERNEY GARCÍA; ÉDISON LARGO BUENO, y CLARIBEL GÓMEZ SARAZA, se desprende que ellos llevaron a cabo una serie de labores investigativas que tenían como objetivo la  identificación de los miembros de una banda de maleantes que estaban implicados en la comisión de una serie de hurtos ocurridos en ciertos sectores del municipio de Santa Rosa de Cabal, los cuales tenían como común denominador el mismo modus operandis. 
De igual manera, en el fallo opugnado se dijo que dichos testigos adveraron que gracias a la información suministrada por una fuente anónima, pudieron identificar a los miembros de la banda, entre los cuales se encontraba el ahora procesado MDLZ, el cual posteriormente fue identificado por la Sra. LUISA FERNANDA CANO ARIAS, quien había instaurado una denuncia por el delito de hurto, del cual resultó siendo víctima. 

· La testigo LUISA FERNANDA CANO ARIAS, declaró como ocurrieron los hechos de los cuales fue víctima, en los que fue despojada, mediante el empleo de la violencia, de sus pertenencias por parte de unos sujetos que se movilizaban en una motocicleta. 
Asimismo, en el fallo opugnado se dijo que la susodicha testigo, en una diligencia de reconocimiento fotográfico,  señaló al ahora procesado MDLZ como uno de los asaltantes. 

Es de resaltar que a las anteriores pruebas testimoniales el Juzgado de primer nivel le otorgó total y absoluta credibilidad, por cuanto: a) Del contenido de lo adverado por los policiales, no se notaba que ellos tuvieran la intención de querer perjudicar a los procesados con sus dichos; a lo que se le debía sumar que ellos lograron enterarse de lo acontecido, como consecuencia de las pesquisas y de las labores investigativas que llevaron a cabo; b) La víctima LUISA FERNANDA CANO ARIAS, ofreció un testimonio de lo acontecido, el cual se podría catalogar como de lógico, claro y coherente. 
Finalmente, en el fallo opugnado se analizaron los testigos absueltos por los Sres. CAMILO PEREA CIFUENTES y SANDRA LUCIA ZAPATA, a cuyos dichos no se le concedió credibilidad respecto de lo declarado por ellos, en el sentido de que cuando ocurrieron los hechos el procesado se encontraba en su domicilio a la espera de salir hacia un encuentro con una novia, por cuanto: a) Los testigos incurrieron en una serie de imprecisiones sobre la fecha de los hechos; b) Los declarantes incurrieron en unas extremas coincidencias en lo que tenía que ver con la rutina diaria del procesado, en especial en detalles de todo aquello que hizo el día de los hechos; c) No se logró demostrar con otras pruebas que en efecto el procesado se encontraba en su domicilio cuando ocurrieron los hechos; d) Los testigos tenían un interés en el resultado del proceso, como consecuencia de los vínculos familiares que los liaban con el procesado.  

LA ALZADA:
Al expresar su inconformidad con el contenido del fallo opugnado, el apelante denunció una serie de errores en los que en su sentir el Juzgado de primer nivel incurrió al momento de la valoración las pruebas con las cuales se edificó el juicio de responsabilidad criminal pregonado en contra del procesado MDLZ, de las cuales solamente manaban serias dudas razonables que debieron haber sido capitalizadas en favor del encausado.
En ese orden de ideas, el apelante arguyó los siguientes argumentos: 

· Los testimonios absueltos por los policiales JOSÉ DORLAN PULIDO; FRANKLIN DAVID CALDERÓN; JONNATHAN GERNEY GARCÍA; ÉDISON LARGO BUENO, y CLARIBEL GÓMEZ SARAZA, no le aportaron nada útil al proceso, por cuanto se estaba en presencia de un grupo de personas a quienes no les constaba nada de la ocurrencia de unos hechos acontecidos a eso más o menos de las 19:00 horas del 14 de enero de 2.022, ya que solamente se enteraron de lo acontecido como consecuencia de todo aquello que contó la ofendida LUISA FERNANDA CANO ARIAS en una entrevista que absolvió; a lo que se le debía sumar que la identificación de los miembros que integraban la banda, solamente se pudo lograr como consecuencia de una información suministrada por una misteriosa persona, quien nunca compareció al juicio a rendir testimonio.  
· Lo declarado por la víctima LUISA FERNANDA CANO ARIAS no tiene la solidez necesaria para que se le otorgara el grado de credibilidad que se le concedió en el fallo opugnado, por cuanto: a) No logró identificar plenamente a la persona que la asaltó; b) Incurrió en una serie de discrepancias en la descripción que dio del asaltante, las cuales no concuerdan con las que dio del procesado en el devenir de la diligencia de reconocimiento fotográfico de personas; c) No dijo nada sobre ciertas características que permitían la identificación e individualización del procesado, tales como una serie de tatuajes que le son característicos, los cuales el procesado presentaba a la altura del rostro, del cuello y de los brazos. 
· Del contenido de la diligencia de reconocimiento, por equívocos de la Fiscalía, solo se allegó el acta de la documentación de la misma, por lo que no era factible controvertir todo aquello relacionado con que esa diligencia se llevó a cabo acorde con los requisitos de ley, lo que a su vez permitía controvertir si se aplicó en debida forma todo aquello que tenía que ver con las similitudes morfológicas que debería haber en el grupo de personas a identificar. 
· En el proceso no existían indicios que permitieran inferir la responsabilidad criminal del procesado, por cuanto: a) Al encausado no le fue encontrado en su poder el bien robado; b) En el teatro de los acontecimientos no se encontró ningún bien de propiedad del procesado, que permita inferir que él estuvo ahí; c) No existe prueba alguna que ratifique lo dicho por la ofendida respecto que ella fue víctima de un delito de hurto. 
· Con las pruebas habidas en el proceso, no se logró demostrar la ocurrencia de los elementos necesarios para la existencia del delito de hurto, porque: a) El bien hurtado no se encontró en poder del acusado; b) No se acreditó la titularidad del mismo — un teléfono móvil celular — por parte de la ofendida; c) No se probó que la conducta enrostrada al procesado tenía la idoneidad suficiente como para lesionar el patrimonio de la agraviada, dado que el apoderamiento sobre una cosa mueble ajena debe de tener una significancia económica. 
Con base en todo lo antes expuesto, el recurrente deprecó por la revocatoria del fallo opugnado, para que en su lugar se profiera una decisión mediante la cual el procesado MDLZ sea absuelto de los cargos por los cuales fue llamado a juicio. 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA:
- Competencia:

Esta Sala de Decisión, acorde con lo consagrado en el numeral 1º del artículo 34 del C.P.P. es la competente para resolver la presente alzada, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto y sustentado de manera oportuna en contra de una sentencia de 1ª instancia proferida por un Juzgado Penal Municipal que hace parte de uno de los Circuitos que integran este Distrito Judicial.

De igual forma no se avizora mácula que de alguna u otra forma haya generado una irregularidad sustancial que incida en la nulidad de la actuación procesal.

- Problema Jurídico:
Acorde con los argumentos del disenso propuestos por el apelante, considera la Sala que de los mismos se desprende el siguiente problema jurídico:

¿Incurrió el Juzgado de primer nivel en yerros al momento de la valoración del acervo probatorio, que le impidieron darse cuenta que de las pruebas debatidas en el proceso manaban dudas sobre la responsabilidad criminal del procesado, las cuales debieron haber sido capitalizadas en su favor, acorde con lo preceptuado por el principio del in dubio pro reo?

- Solución:
Al efectuar un análisis del contenido del núcleo esencial de la tesis de la discrepancia propuesta por el recurrente en la alzada, se tiene que la misma gira en torno a denunciar que el Juzgado de primer nivel incurrió en una serie de errores al momento de la apreciación del acervo probatorio, los cuales — en sentir del apelante — incidieron para que el Juzgado A quo no se percatara de la existencia de un cúmulo de dudas racionales, las que debieron haber sido capitalizadas en favor del procesado MDLZ, acorde con los postulados del principio del in dubio pro reo. 
Lo antes expuesto delimitaría el contexto de la controversia puesta a consideración de la Colegiatura, y en consecuencia la Sala procederá a llevar a cabo un análisis de las pruebas debatidas en el juicio, a fin de precisar si en efecto el Juzgado de primer nivel, al momento de la valoración del acervo probatorio, incurrió en los yerros denunciados por parte del recurrente, o si en su defecto en ello estuvo atinado. 

Como punto de partida, la Sala dirá, al igual como lo reclamó el recurrente en la alzada, que en lo que atañe con los cargos por los cuales el procesado MDLZ fue llamado a juicio, o sea todo aquello que tiene que ver con el hurto del cual fue víctima la Sra. LUISA FERNANDA CANO ARIAS, a eso más o menos de las 19:00 horas del 14 de enero de 2.022, lo declarado por los policiales JOSÉ DORLAN PULIDO; FRANKLIN DAVID CALDERÓN; JONNATHAN GERNEY GARCÍA; ÉDISON LARGO BUENO, y CLARIBEL GÓMEZ SARAZA, no le aportan nada útil al proceso, dado que se está en presencia de un grupo de personas que se podrían considerar como simples y meros testigos de oídas, por cuanto lo único que hicieron fue narrar todo lo que a ellos les contó la Sra. LUISA FERNANDA CANO ARIAS, respecto del hurto del cual ella fue víctima, sobre lo cual a los testigos no les consta nada.  

Es más, en lo que atañe con el principal hallazgo generado como consecuencia de las labores investigativas y demás pesquisas desplegadas por los aludidos policiales, o sea la identificación de quienes eran los miembros de la incipiente banda que se dedicaban a robar a menores de edad y a mujeres en áreas despobladas del municipio de Santa Rosa de Cabal, ocurre algo similar, porque quien les brindó esa información a los policiales fue un sicofante, del que no se sabe nada sobre quién es ese personaje, y lo único que los testigos de marras hicieron fue replicar todo lo que ese misterioso sujeto les dijo a ellos. 
Todo lo antes expuesto, de manera preliminar, nos permite concluir que en lo que atañe con los señalamientos incriminatorios efectuados en contra del procesado MDLZ por parte de los policiales JOSÉ DORLAN PULIDO; FRANKLIN DAVID CALDERÓN; JONNATHAN GERNEY GARCÍA; ÉDISON LARGO BUENO, y CLARIBEL GÓMEZ SARAZA, se está en presencia de un cúmulo de testigos de oídas, porque, se reitera, lo único que todos ellos hicieron en sus declaraciones fue fungir a modo de cajas de resonancia al replicar todo aquello que les contó tanto la ofendida LUISA FERNANDA CANO ARIAS, como un fantasmagórico  sicofante, del cual no se sabe nada de su existencia. 
Por lo tanto, para la Sala no existe duda alguna que el grueso de lo declarado por los policiales JOSÉ DORLAN PULIDO; FRANKLIN DAVID CALDERÓN; JONNATHAN GERNEY GARCÍA; ÉDISON LARGO BUENO, y CLARIBEL GÓMEZ SARAZA, debió ser valorado como simples y meros testimonios de oídas; y como bien es sabido, la prueba testimonial ex auditu por si misma amerita un parco e insignificante poder suasorio o de convicción debido a que ese tipo de pruebas contrarían los postulados que orientan al principio de la inmediación de la prueba testimonial consagrado en el artículo 402 del C.P.P.
 porque «en esta modalidad de declaración, por ser una prueba de otra, aparecen dos posibilidades de error: el (posible) de la primera percepción, y el (posible) de quien está oyendo lo que otro percibió, lo que hace patente el principio que dice que la prueba cuanto más se aleja de su fuente original, más disminuye su fuerza y eficacia…»
. 

Por ello es que a fin de conjurar las nocivas consecuencias que en el proceso podría ocasionar la prueba testimonial de oídas, acorde con el principio de la originalidad de la prueba — el cual preceptúa que la prueba debe conseguirse en su fuente de origen inmediata, sin que sea necesaria la presencia de intermediarios — se aconseja acudir a la fuente de la cual el testigo de oídas obtuvo la información que vertió en el proceso; y en el caso subexamine, como bien se sabe, los aludidos policiales, en su gran mayoría, lo único que hicieron fue replicar lo que a ellos les contó la Sra. LUISA FERNANDA CANO ARIAS en una entrevista, en la cual expuso las circunstancias de tiempo, modo y lugar sobre cómo fue atracada por un par de facinerosos que se movilizaban en una motocicleta. 
En ese orden de ideas, para la Sala no existe duda alguna que lo declarado por los policiales JOSÉ DORLAN PULIDO; FRANKLIN DAVID CALDERÓN; JONNATHAN GERNEY GARCÍA; ÉDISON LARGO BUENO, y CLARIBEL GÓMEZ SARAZA, no le aporta nada útil al proceso como consecuencia de su condición de testigos de oídas, y por ello, a fin de preservar el aludido principio de la originalidad de la prueba, la Sala debe de acudir a lo adverado por la Sra. LUISA FERNANDA CANO ARIAS, porque, se reitera, ella fue la fuente de la cual los testigos obtuvieron la información que posteriormente declararon en el juicio. 
Ahora bien, al analizar el contenido de lo adverado en el juicio por parte de la Sra. LUISA FERNANDA CANO ARIAS, se tiene que ella básicamente declaró sobre lo siguiente: 

· Los hechos ocurrieron en horas de la noche, y para ese entonces ella se encontraba esperando a su señora madre a la altura de la Cll. 11 con 10, cuando de repente fue abordada por dos sujetos que llegaron en una motocicleta, de la cual se apeó uno de ellos — el parrillero — quien la intimidó con un arma blanca para de esa forma despojarla de un teléfono móvil-celular avaluado en la suma de $800.000,oo. 
· El robo fue rápido, ya que solamente duró entre uno o dos minutos, y luego que el ladrón la despojó de sus pertenencias, de manera inmediata se dio a la huida en la motocicleta que lo estaba esperando.

· Ella posteriormente pudo identificar — en una diligencia de reconocimiento fotográfico — al sujeto que le robó el teléfono móvil-celular, o sea al ahora procesado MDLZ, porque en el devenir del robo a ese fulano le pudo ver el rostro, dado que él tenía el casco arriba por encima de la cabeza. 
Para la Sala, lo atestado por la Sra. LUISA FERNANDA CANO ARIAS amerita una total y absoluta credibilidad, por cuanto: a) La testigo ofreció un relato hilvanado y claro, en el cual expuso las circunstancias de tiempo, modo y lugar de como ocurrieron los hechos de los cuales resultó siendo víctima; b) La testigo en su relato no incurrió en graves contradicciones ni en incoherencias de ningún tipo; c) No se avizoran razones plausibles para considerar que la testigo esté mintiendo, o que con sus dichos quisiera perjudicar al ahora procesado; d) La testigo, posteriormente en una diligencia de reconocimiento fotográfico, identificó sin dubitación alguna al ahora procesado como uno de los facinerosos que participó en el hurto del cual ella resultó siendo víctima.
Lo antes expuesto quiere decir que para la Colegiatura no pueden ser de recibo los reproches formulados por el apelante para cuestionar el grado de credibilidad que se le debe otorgar a lo declarado por la Sra. LUISA FERNANDA CANO ARIAS, porque: a) Por lo rápido y célere como ocurrieron los hechos, era factible que la ofendida no pudiera darse cuenta de ciertas señales particulares propias del procesado, tales como tatuajes en el rostro y en el cuello; a lo que se le debe sumar que en muchas ocasiones las víctimas de un hurto llevado a cabo mediante el empleo de la violencia, sufren una fuerte impresión, propia de un estado de shock, que les impide fijarse en esos detalles; b) Es válida la identificación que la ofendida hizo del procesado, porque el contenido de la diligencia de reconocimiento fotográfico queda articulada a su testimonio, como en efecto sucedió en el devenir del testimonio absuelto por la Sra. LUISA FERNANDA CANO ARIAS, en el cual la Fiscalía se valió de lo acontecido en la aludida diligencia de reconocimiento fotográfico para poder interrogar a la testigo, sobre el porqué pudo identificar al procesado como uno de los perpetradores; c) Si la testigo incurrió en alguna que otra inconsistencia en la descripción física del atracador, eso era algo de esperarse como consecuencia del devenir del tiempo, dado que cuando atestó en el juicio habían pasado unos largos meses desde la ocurrencia de los hechos, y como bien se sabe, en muchas ocasiones el devenir del tiempo juega en contra del proceso de rememorización, en especial en todo aquello que tiene que ver con aspectos fútiles. 
De igual manera, para la Sala no puede ser de recibo la tesis propuesta por el recurrente para cuestionar la ocurrencia de los hechos, para de esa forma aducir que no se satisfacían los presupuestos necesarios para la existencia del delito de hurto. 
Las razones por las cuales para la Colegiatura no pueden ser de recibo lo argüido en tales términos por el apelante, básicamente son las siguientes: 
· En el proceso, con el testimonio de la víctima, se logró probar que ella, por obra y gracia de un acto de violencia física al que fue sometida, fue despojada de un bien de su propiedad, el cual pasó a poder del ladrón, quien pudo disponer del bien hurtado como consecuencia de su apropiación. 

Lo anterior, es claro en señalarnos que en el proceso se satisfacían todos los requisitos que son necesarios para la adecuación típica de un delito de hurto consumado, el cual «se perfecciona o consuma en el momento en que la cosa mueble sale de la esfera de custodia, control o vigilancia de su dueño o poseedor y el sujeto agente tiene la oportunidad de disponer de ella así sea por breve lapso…»
.  

· No era necesario que la testigo LUISA FERNANDA CANO ARIAS allegara al proceso algún tipo de factura o cualquier otro documento para de esa forma acreditar que ella era la propietaria del bien hurtado, y de cual era su valor, porque pensar de semejante manera sería tanto como creer que en materia probatoria en nuestro sistema procesal penal aún existe lo que en un pasado se conoció como “la tarifa probatoria”, lo que en últimas implicaría un desconocimiento que en la actualidad el proceso penal se rige por el principio de la libertad probatoria consagrado en el artículo 373 del C.P.P. según el cual «no hay restricción alguna para que cualquier medio de prueba, que cumpla parámetros de relevancia y legalidad, sea utilizado para demostrar un determinado hecho…»
.

Acorde con lo anterior, válidamente se puede concluir que solo bastaba con lo atestado por la víctima, a cuyos dichos se le otorgó credibilidad, para tener como probado todo aquello que tiene que ver con su titularidad sobre el bien hurtado, y el valor del mismo.  

Finalmente, la Sala considera que el Juzgado de primer nivel estuvo atinado cuando cuestionó la credibilidad que ameritaba lo declarado por los Sres. CAMILO PEREA CIFUENTES y SANDRA LUCIA ZAPATA, con quienes la defensa pretendió demostrar la coartada consistente en que cuando ocurrieron los hechos, el procesado se encontraba en su domicilio presto a salir a un encuentro con una novia, porque: a) Como consecuencia de las ínfimas y milimétricas coincidencias habidas en lo atestado por esos ciudadanos sobre la rutina del procesado, se puede colegir que se está en presencia de unos testigos de quienes francamente se nota que fueron aleccionados para que rindieran en el juicio un relato propio de un libreto previamente elaborado con el propósito de favorecer al procesado; b) Como consecuencia de los nexos de familiaridad y consanguineidad que lían a los testigos con el procesado, tales factores pueden incidir para que lo declarado por ellos pueda ser valorado con mayor rigor y con un tanto de desconfianza, porque, acorde con las reglas de la experiencia, lo que se espera de un pariente, un amigo íntimo, o de un cónyuge de alguna de las partes en conflicto, es que no sea imparcial, y en consecuencia vaya a declarar en favor de la persona de sus afectos, como en efecto sucedió en el presente asunto.  
Por otra parte, la Sala finalmente dirá que no es cierto que el juicio de responsabilidad criminal pregonado en contra del procesado se estructuró con base en prueba indiciaria, como erradamente lo ha dado a entender el apelante en sus discrepancias, cuando adujo se estaba en presencia de unos indicios que no satisfacían los postulados del principio de la unidad de indicios — según el cual, por regla general, de las diferentes pruebas con las que se acreditan la existencia de un mismo hecho indicador, no es factible pregonar como hecho desconocido plúrimos hechos indicados —  por cuanto el juicio de responsabilidad que se pregonó en contra del procesado, se cimentó únicamente con base en pruebas directas, como lo fue el testimonio de la agraviada LUISA FERNANDA CANO ARIAS.
En resumidas cuentas, salvo con la errónea valoración probatoria dada a lo declarado por unos testigos de oídas, considera la Sala que el Juzgado de primer nivel estuvo atinado con la apreciación del acervo probatorio, el cual satisfacía a cabalidad todos los requisitos exigidos por parte del artículo 381 del C.P.P. para que en contra del procesado MDLZ se pudiera dictar una sentencia condenatoria por incurrir en la comisión del delito de hurto calificado agravado. 

Siendo así las cosas, al no hallarle razón a los reproches que el recurrente ha formulado en contra del fallo opugnando, a la Sala no le queda otra opción diferente que la de confirmar la sentencia confutada. 

A modo de colofón, se considera que en el presente asunto no es necesario que se lleve a cabo la correspondiente audiencia de lectura de decisión, dado que: a) Ese acto procesal de notificación a las partes del contenido del fallo de 2ª instancia válidamente se puede suplir mediante la remisión — vía correo electrónico — con destino a las partes y demás intervinientes, por parte de la Secretaría, de copias integrales del contenido la presente providencia de 2ª instancia, tal y cual como lo regula el artículo 8º de la ley # 2.213 de 2.022 que avalan ese tipo de notificaciones, lo que además no contraría las disposiciones que en materia de notificaciones regula el C.P.P. ya que se cumpliría con la finalidad de la norma, la cual no es otra cosa diferente que la de enterar a las partes del contenido de lo resuelto y decidido en el presente asunto por parte de la Colegiatura; de igual manera, con tal postura de no hacer la audiencia de lectura, se estaría haciendo gala de los principios de celeridad, de eficiencia y eficacia de la administración de justicia consagrados en los artículos 4º y 7º de la ley estatutaria de la administración de justicia — Ley # 270 de 1.996 —; b) El presente proceso se tramitó bajo la egida del procedimiento especial abreviado — consagrado en la ley # 1.826 de 2.017 — y por ende — según se desprende de lo consignado en los artículos 545 y 546 del C.P.P. — no es necesario llevar a cabo la audiencia de lectura de las sentencias, dado que las mismas se pueden notificar por correo electrónico.  

Aunado a lo anterior, como quiera que el presente se tramitó bajo el procedimiento especial abreviado, habrá de tenerse en cuenta lo descrito en los artículos 22 y 23 de la Ley 1826 de 2.017, y en ese sentido se tiene que para este tipo de procesos se permite la notificación de las sentencias fuera de estrados, por lo cual, así se dispondrá.

En mérito de todo lo antes lo expuesto, la Sala Penal de Decisión # 4 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por parte del Juzgado 1º Penal Municipal de Dosquebradas, con funciones de conocimiento, en las calendas del 09 de diciembre de 2.022, mediante la cual se declaró la responsabilidad penal del procesado MDLZ, por incurrir en la comisión del delito de hurto calificado agravado.  
SEGUNDO: ORDENAR que por Secretaría se proceda a notificar a las partes y demás intervinientes del contenido de esta providencia mediante la remisión de copias de la misma vía correo electrónico, tal y cual como lo regula el artículo 8º de la ley # 2.213 de 2.022 que avala ese tipo de notificaciones, lo que relevaría, por innecesaria, llevar a cabo la correspondiente audiencia de lectura del presente fallo de 2ª instancia.  

TERCERO: DECLARAR que en contra de la presente sentencia de 2ª Instancia procede el recurso de casación, el cual deberá ser interpuesto y sustentado por los interesados dentro de las oportunidades de ley.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

CON FIRMA ELECTRÓNICA

JAIRO MAURICIO CARVAJAL BELTRÁN
Magistrado

CON FIRMA ELECTRÓNICA

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Magistrado

CON FIRMA ELECTRÓNICA

� Con la salvedad que en lo que atañe con el procesado MDLZ, se tiene que dicho ciudadano fue acusado por un único evento de hurto calificado agravado. 


� En cuya virtud «el testigo solo podrá declarar sobre aspectos que en forma directa y personal hubiese tenido la ocasión de observar o percibir».


� PARRA, QUIJANO JAIRO: Manual de Derecho Probatorio. Página # 345. 17ª Edición. Librería Ediciones del Profesional. Bogotá D.C. 2.009.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 06 de octubre de 1993. Rad. # 7039. M.P. JORGE CARREÑO LUENGAS y GUILLERMO DUQUE RUIZ. (Negrillas fuera del texto original). 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 03 de marzo de 2021. SP658-2021. Rad. # 55757.
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